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Introducción

El propósito de este escrito se restringe a algunas observaciones en relación 
con la noción de la acción en las sociedades mercantiles donde las haya, al 
examen de algunos aspectos de la enajenación de ellas y sus requisitos y, fi-
nalmente, al análisis crítico de las exigencias de los registradores mercantiles 
en lo que tiene que ver con la venta de acciones que, por lo general, se concretan en 
prácticas disparatadas, abusivas y corruptas.

1. La personalidad jurídica de la sociedad y los socios

No es pretensión de estas líneas la revisión histórica ni detallada del tema 
que se subtitula. Lo que se quiere destacar es una realidad indiscutible en el 
orden jurídico nacional, cual es que, en Venezuela, ex artículo 206 del Código 
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de Comercio, las compañías de comercio tienen personalidad jurídica y, por 
ello, son personas jurídicas.

Adicionalmente, la regla de derecho precitada precisa que las sociedades mer-
cantiles son personas distintas de sus socios. En otras y sencillas palabras, una es 
la persona jurídica sociedad mercantil y otra la persona jurídica concretada 
en cada uno de sus socios. Ello se traduce en una nítida y debida separación 
de personalidades entre la de la compañía comercial y la de los correspon-
dientes socios, separación que apareja importantísimas consecuencias, entre 
ellas y muy ligeramente:

i. Uno es el nombre de la sociedad y otro el de sus socios. Esto es particu-
larmente importante en lo que tiene que ver con la razón social de las com-
pañías en nombre colectivo y en comandita, en las que, según los artículos 
227 primera parte, y 235 primer aparte, ambos del Código de Comercio, los 
nombres de los socios solidarios e ilimitadamente responsables pueden y de-
ben formar parte de la respectiva razón social y, por lo menos, uno de esos 
nombres debe integrarla.

ii. Uno es el domicilio de la compañía y otro el de sus socios. En principio, el 
documento constitutivo de cada sociedad debe expresar el domicilio de esta 
y, en ausencia de tal expresión, se tendrá como tal el lugar del establecimiento 
societario principal, según el artículo 203 del Código de Comercio.

iii. Uno es el capital y el patrimonio del ente societario y otro el de sus socios, 
de manera que cada uno de ellos es independiente, separado e inconfundible 
con el otro. Tal conclusión se sostiene en lo que disponen los artículos 205 y 
208 del Código de Comercio. De manera que sociedad y socios cuentan con 
un patrimonio propio, separado y diferente.

Esta última consecuencia de la separación de personalidades va a ser tomada 
muy en cuenta para la fundamentación y afincamiento de algunas observaciones 
que aparecerán más adelante.



iv. A los anteriores efectos se añade el señalamiento de que la sociedad es 
persona, esto es, sujeto, generalmente con capacidad restringida por su objeto 
social y a veces por la ley, y, además, el de que tiene o cuenta con una nacio-
nalidad; aspecto este que ha generado importantes debates y conclusiones en 
el ámbito nacional.

Se advierte que tales efectos y consecuencias aparecen dilatadamente desa-
rrollados en la doctrina concerniente nacional y extranjera y la mención de 
ellos persigue darle sostén a explicaciones sobre la noción de acción de socie-
dades anónimas y otras donde las haya.

2. Especies de sociedades comerciales

En favor de los lectores menos versados en los temas societarios, es pertinente  
la explicación sobre en cuáles especies de compañías comerciales existen  
acciones. Con arrimo en el artículo 201 del Código de Comercio de Vene
zuela hay variedades de entes societarios comerciales: en nombre colectivo, en 
comandita, anónima, de responsabilidad limitada y accidental o de cuentas 
en participación. Según la norma prenombrada, la última carece de persona-
lidad jurídica a diferencia de las restantes que, como ya se explicó, si están 
provistas de dicho atributo y, por tanto, son personas jurídicas. La regla que 
se citó establece las preindicadas especies societarias en atención a la respon-
sabilidad de los socios frente a los terceros que se vinculen con el ente social 
y a la especie de nomen que las identifica.

En conexión con este último, el mentado artículo 201 in fine pauta que la 
compañía en nombre colectivo y la sociedad en comandita, simple o por ac-
ciones, se identifican mediante una razón social; regla esta que debe com-
plementarse con las disposiciones de los artículos 227 y 235 eiusdem, en lo 
que tienen que ver con las compañías en nombre colectivo y en comandita, 
respectivamente. Cuando se trata de las anónimas y las de responsabilidad 
limitada, el artículo 202 del mismo texto legal establece que ellas «deben 
girar bajo una denominación social» y agrega la manera de composición de 
dicho nombre.
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En el régimen de responsabilidad que afecta a los socios frente a los terceros 
por causa de las relaciones de estos con la sociedad, el ya indicado artículo 201 
prescribe que los socios de las en nombre colectivo y los comanditantes en las 
en comanditas garantizan el pago con su responsabilidad solidaria e ilimitada. 
En cambio, los comanditarios y los socios en las anónimas y en las de respon-
sabilidad limitada solamente responden limitadamente, esto es, hasta por el 
monto del aporte que hayan enterado en caja o que, en conformidad con la ley, 
hayan prometido o estén obligados a efectuar, según disponen los artículos 201, 
ordinales segundo, tercero y cuarto; 237 y 312 del Código de Comercio.

3. Importancia de los aportes

Lo que anteriormente se ha expuesto evidencia la importancia de los apor-
tes, no solo como conformantes indispensables del contrato de sociedad, sino 
también en lo tocante a la responsabilidad de los socios en ciertas varieda-
des de compañías. En efecto, tal y como se ha explicado, en las compañías 
anónimas, en las de responsabilidad limitada y en las en comanditas, en lo 
concerniente a los comanditarios, los aportes hechos y los prometidos y por 
hacer conforman el límite cuantitativo máximo de la responsabilidad jurídi-
ca económica de los socios de las variantes societarias que se mentaron, ante 
los sujetos que se conectan con aquellas.

Cuando se hace mención de aportes hechos se da a entender la idea de los 
enterados en caja en la oportunidad de la constitución de la compañía, en 
la ocasión de un aumento de capital y de un reintegro del mismo, en total 
conformidad con el artículo 280.5 de la Ley mercantil fundamental. En lo 
que tiene que ver con los aportes prometidos y por hacer se hace referencia a 
las situaciones de capital suscrito, mas no pagado, que admiten los artículos 
212.4, 213.4, 249 y 313 del cuerpo legal precitado.

4. Función de los aportes

Respecto a las especies de aportes, la regla generalmente admitida es la de 
que todo aquello que sea apreciable en dinero es susceptible de aportación, 



claro está, con las variables y excepciones que estén legalmente dispuestas 
en materia de aportes, en relación con cada tipo de compañía. Así, por ejem-
plo, en las anónimas y de responsabilidad limitada están proscritas las apor-
taciones de industria.

Es importantísimo relievar que las entregas de los socios tienen la función eco-
nómica y jurídica de componer y estructurar el capital social, tanto en la oca-
sión de la constitución de la compañía como en oportunidades posteriores, 
como lo serían la de los aumentos de capital social y la de reposición del mismo. 
Hay que tener en cuenta que uno es el capital social y otro el patrimonio social, 
los cuales coinciden cuantitativamente para el momento de la creación de la so-
ciedad, pero que pueden dejar de hacerlo, en más o menos, de acuerdo con  
la dinámica negocial del ente social y los resultados de ella.

Finalmente, en este aspecto del tema que se desarrolla, debe tenerse muy 
presente y no olvidar la disposición del artículo 208 del Código de Comercio, 
que norma que los bienes aportados por los socios se hacen propiedad de la 
compañía, salvo pacto en contrario. Lo anterior es una consecuencia indubita-
ble de la separación e independencia de personalidades y de patrimonio entre 
el ente social y sus socios. Como ya se dijo, unos son los bienes y el patrimonio 
de aquel y otros el patrimonio y los bienes de los últimos.

5. Noción de acción

En lo pertinente a la definición de la acción presente en las sociedades anó-
nimas y en comandita por acciones, la misma se ha abordado en la doctrina, 
con bastante frecuencia y extensión, desde tres puntos de vista o enfoques,  
a saber: como parte o fracción del capital, como título valor y la acción como 
atributiva de derecho. Esta orientación es seguida por autores extranjeros y 
nacionales. En Venezuela, lo hacen Morles, Goldschmidt y Núñez1. En la 

1	 Vid. Morles H., Alfredo: Curso de Derecho Mercantil. Tomo ii (Las sociedades 
mercantiles). 4.ª, UCAB. Caracas, 1998; Goldschmidt, Roberto: Curso de Derecho 
Mercantil. UCAB-Fundación Roberto Goldschmidt. Caracas, 2002; Núñez, Jorge 
Enrique: Sociedades mercantiles. Tomos i y ii. Maracaibo, 1976.
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doctrina extranjera se pueden citar a Rodríguez Rodríguez, Izquierdo Mon-
toro, Galgano, Alegría, Halperín y Otaegui y, con bastante aproximación, 
Brunetti, entre muchos2.

En torno al primer aspecto, Morles afirmó que el capital social se divide en ac-
ciones y aclaró que tal división es ideal por la imposibilidad de dividir dicho 
capital. Agregó que cada acción resulta una parte alícuota del capital social. Ro-
dríguez Rodríguez consideró que las acciones, en su conjunto, integran el capital 
social y distinguió entre el valor nominal de ellas, que se obtiene con la división 
del capital social entre la totalidad de aquellas, y su valor real que se conoce divi-
diendo el patrimonio de la compañía entre el número de acciones. A esa misma 
conclusión arribaron los doctrinarios mencionados y otros más, lo que significa 
que, para ellos, acción, por un lado, y capital y patrimonio social, por otro, se 
identifican; conclusión que no se comparte como se explicará más adelante.

Con relación a la acción como título valor, Goldschmidt la refiere como el 
documento que se le entrega al accionista acerca de su derecho de participa-
ción. En algunos ordenamientos jurídicos, no en todos, se impone la incorpo-
ración de la acción a título de la especie antes nombrada.

Y, por último, en lo atañedero que respecta a lo acción como derecho se habla 
de ella como atributiva, a su tenedor activamente legitimado, de los llamados 
derechos corporativos.

6. Objeciones a la noción de acción

El autor de este trabajo cree que buena parte de lo expuesto por un sector de la 
doctrina abrumadoramente mayoritaria no se ajusta a los caracteres definidores 
de la acción.

2	 Vid. Rodríguez Rodríguez, Joaquín: Derecho Mercantil. Tomo i. 12.ª, Porrúa. Mé-
xico D. F., 1976; Izquierdo Montoro, Elías: Temas de Derecho Mercantil. Edito-
rial Montecorvo. Madrid, 1971; Galgano, Francesco: Derecho Comercial. Vol. ii 
(Sociedades). Temis. Bogotá, 1999; Alegría, Héctor: Sociedades anónimas. Forum 
Ediciones. Buenos Aires, 1971; Halperin, Isaac y Otaegui, Julio C.: Sociedades anó
nimas. 2.ª, Depalma. Buenos Aires, 1998; Brunetti, Antonio: Tratado del derecho de 
las sociedades. Tomo ii. Uteha. Buenos Aires, 1960.



Así, quien suscribe piensa que la acción no representa el capital social, muy 
a pesar de lo que expresa la letra del artículo 201.2 in fine del Código de 
Comercio y ello porque, si bien tal capital se arma con los aportes hechos y 
por hacer, ellos, en total conformidad con el precitado artículo 208, se con-
vierten en propiedad de la sociedad, salvo pacto en contrario. En cambio, las 
acciones que reciben los accionistas pertenecen a estos. De manera que si 
se admitiera que las acciones son una división del capital social, se estaría 
aceptando que este último, contradictoriamente, sería objeto de propiedad de 
la sociedad y de los socios. Esto comportaría un evidente desconocimiento 
a la independencia de personalidades jurídicas y patrimoniales entre el ente 
societario y los socios. El capital y el patrimonio social siempre serán de la 
compañía. En cambio, las acciones, en su integridad, siempre pertenecerán  
a los accionistas.

Por otra parte, la asimilación de las acciones con el capital social traería co-
mo lógica consecuencia que cualquiera afectación de unas recaería sobre el 
otro. Ahora y acá se hace referencia a la constitución de gravámenes y a la 
imposición de medidas cautelares y ejecutivas, que, instaladas sobre las pri-
meras –las acciones–, se trasladarían al segundo –el capital social– o viceversa; 
situación que está total y jurídicamente proscrita.

Finalmente, el capital social y las acciones tienen identidades patrimoniales 
que, con frecuencia, pueden ser, y efectivamente son, distintas. Por ejemplo, 
mientras dicho capital pudiera ser totalmente inmobiliario, la acción, de con-
formidad con el artículo 533 del Código Civil, es de definitiva y exclusiva 
naturaleza mobiliaria.

Un aspecto que tal vez conduzca a confusión es el hecho del valor nominal  
de la acción que el artículo 293 de nuestra Ley mercantil fundamental confunde 
con «el precio», cuando regula los requisitos formales de los títulos acciona-
rios. En Venezuela, las acciones deben tener un valor nominal y el mismo se 
determina mediante la división del capital social entre el número de acciones. 
Según Sánchez Calero, «ha de existir una relación exacta entre el número de 
acciones que tiene la sociedad, su valor nominal y el capital social, de manera 
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que la cuantía de ésta es el resultado de multiplicar el número de acciones por 
su valor nominal»3. Pero tal circunstancia determinante del valor nominal de 
la acción por la división del número de ellas entre el quantum del capital so-
cial, no lleva a concluir, en el orden lógico del razonamiento, que las acciones 
son el capital social o viceversa, pues unas y otro pertenecen a personas jurí-
dicamente diferentes e independientes y conforman realidades patrimoniales 
distintas y separadas. Unas pertenecen a los accionistas o socios y el otro a 
la sociedad. La admisión de tal identificación entre el capital y el patrimonio 
implica un protuberante desconocimiento del principio aristotélico de no con-
tradicción, según el cual «no se puede ser y no ser a la vez». Esto es, el capital 
y el patrimonio social no pueden ser a la vez de la sociedad y de los socios.

También, se ha dicho que la acción marca el límite de la responsabilidad eco-
nómica-jurídica del accionista, con lo que se confunde la acción con el aporte 
hecho o prometido, el que realmente es el muro de contención de las obliga-
ciones jurídico-económica de los socios, al menos en las anónimas y en las 
en comanditas.

7. La acción como título valor

En lo que tiene que ver con la acción como título valor o de crédito, es muy 
cierto que cabe la posibilidad de que las acciones se incorporen a documentos 
«cartulares». En el texto legal mejicano que comenta Rodríguez Rodríguez 
se dispone que «las acciones en que se divide el capital estarán representadas 
por títulos, y se regirán por las disposiciones relativas a valores literales» y 
estos, según el autor nombrado, son los títulos de crédito o títulos valores  
y afirma categóricamente que las acciones son títulos valores regidos por la 
Ley de Sociedades y por la Ley de Títulos4. Sin embargo, el panorama que an-
tes se explicó no es invariable ni uniforme en el jurisferio, al extremo de que en 
más de un ordenamiento jurídico se da la existencia de acciones sin que estén 
expresadas e incorporadas a títulos valores.

3	 Sánchez Calero, Fernando: Instituciones de Derecho Mercantil. Tomo i (Introducción, 
empresa y sociedades). 20.ª, McGraw-Hill. Madrid, 1997.

4	 Rodríguez Rodríguez: ob. cit., passim.



En Venezuela, Goldschmidt, Morles y Núñez admiten la presencia de las 
acciones sin que exista instrumento cartular alguno y consideran que la exis-
tencia de este último no constituye un elemento esencial del régimen de las 
compañías por acciones, las cuales operan cabalmente pese a la inexistencia 
de títulos accionarios, sin menoscabo de los derechos y deberes que estén 
atribuidos a cada accionista. De manera que la acción como título valor es 
una realidad escasa en nuestro ámbito nacional y, por ello, no es un rasgo  
genérico y diferencial para tomarse en cuenta en su definición.

A pesar de lo antes dicho, no debe prescindirse de la información que llega 
a través de un trabajo de Briceño5. El mismo se apoya en una sentencia del 
29 de noviembre de 1940 de la Corte Federal y de Casación, en Sala de Ca-
sación, que dispuso que la acción societaria nace con su emisión y no con el 
contrato de sociedad y que mientras el ente social no haya emitido las corres-
pondientes acciones, los socios carecen de ellas y solo tienen un «derecho a 
acciones». El autor en referencia destacó el origen esencialmente contrac-
tual de la acción y que ella nace del contrato social, rechaza la dependencia 
existencial de la acción en relación con su incorporación cartular, alertó que 
desde la aparición del fallo que se citó no se ha pronunciado otro con opinión 
contraria y concluyó sumándose a la posición doctrinaria mayoritaria vene-
zolana, de que la acción es y existe aun sin su presencia en un título valor.

8. Función de la acción

En lo que incumbe a la acción como atributiva de derechos, es credo del autor 
de estas líneas que se trata de un carácter invariable y común a cada una de 
ellas, aun cuando tal atribución no sea homogénea por cada especie de acción 
de una misma compañía, y es una consecuencia directa e inmediata de su 
consideración como bien, calificación y naturaleza esta que aparece nítida e 
indiscutiblemente en más de una norma del ordenamiento jurídico nacional. 
Así lo dispone el ya invocado artículo 533 del Código Civil y, por lo tanto, 

5	 Briceño, Rafael Ángel: «La acción societaria (crítica a una sentencia)». En: Cente-
nario del Código de Comercio venezolano de 1904. Academia de Ciencias Políticas 
y Sociales. Caracas, 2004.
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la acción es susceptible de ser afectada por un derecho de propiedad como cier-
tamente lo admite el artículo 296 del Código de Comercio; derecho que en-
cuentra su lugar de apoyo en el artículo 115 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela.

El soporte constitucional que antes se invocó trae como consecuencia que el 
accionista propietario goza de los atributos que nuestra Carta Magna confiere 
al derecho de propiedad, a saber: derecho a usar, a disfrutar y a disponer del 
bien objeto de propiedad. Por supuesto, tales derechos expresan un género de 
facultades que reciben especificidad en el caso de cada bien.

En virtud de ello, la titularidad sobre las acciones, de manera específica, es 
atributiva, primeramente, de la cualidad de accionistas o socios de la respec-
tiva sociedad, lo que, por vía de consecuencia, confiere derechos y obligacio-
nes, los cuales quedan precisados en el documento constitutivo y estatutos de 
la compañía de la que se trate y por la ley. Dichos derechos han sido clasifi-
cados en atención a criterios diversos, mas en este escrito solamente se listan 
algunos de los mismos. Ellos son: i. El derecho a participar en los benefi-
cios que arroje el negocio societario, en los términos que dispone el artículo 
387 del Código de Comercio, cuando haya utilidades líquidas y recaudadas;  
ii. el derecho a participar, en caso de liquidación de la sociedad, en la cuota 
de activo correspondiente por cada acción; iii. el derecho de asistencia y voto 
en las asambleas de accionistas, ordinarias y extraordinarias. En relación con 
el derecho de voto se discute en Venezuela si es posible la existencia de ac-
ciones sin derecho de voto; iv. el derecho de preferencia para adquirir nuevas 
acciones en la ocasión de aumentos de capital y también cuando otro socio 
manifieste su voluntad de vender las suyas, si tal derecho figura estatutaria-
mente establecido; v. el derecho a estar informado sobre el desarrollo y es-
tado del negocio societario y al examen del balance o informe, y los recaudos 
justificativos, que presenten los administradores; ello con base en los artícu-
los 304 y 306 del Código de Comercio; vi. el derecho a receso que establece 
el artículo 292 del Código de Comercio, en casos de aumento o de reintegro 
de capital, solo para los socios que no hayan convenido en los mismos; vii. 
el derecho de oposición a las decisiones de las asambleas de accionistas  



manifiestamente contrarios a los estatutos o la ley, ex artículo 290 del Código 
de comercio; viii. el derecho a la denuncia de irregularidades graves en el cum-
plimiento con los deberes de los administradores y de la falta de vigilancia de 
los comisarios, con fundamento en el artículo 291 del Código de Comercio; 
norma que exige un número de socios a quienes corresponda la propiedad de 
una quinta parte de la totalidad de las acciones. Al respecto, la Sala Constitu-
cional6 desechó dicho porcentaje por inconstitucional, lo calificó de impediti-
vo del acceso a la justicia y a la tutela judicial efectiva y conculcante del dere-
cho a la igualdad, y le reconoció este derecho a todo accionista, aun singular;  
ix. el derecho a solicitar el nombramiento de comisarios, si la asamblea no 
lo hiciera, en los términos que regla el artículo 288 del Código de Comercio; 
x. el derecho a ser convocado para su participación en las asambleas de ac-
cionistas en conformidad con los artículos 277, 288 y 279 del Código de Co-
mercio; xi. el derecho a la inspección de los libros de accionistas y de actas 
de asambleas que prescribe el artículo 261 del Código de Comercio; y xii. el 
derecho a la enajenación y venta de las acciones.

Pero la cualidad de accionista también es atributiva de deberes. Entre ellos 
podemos mencionar: i. La obligación de enterar en caja o pagar todos los 
aportes prometidos, ora en la oportunidad de la constitución de la compa-
ñía, ora en la oportunidad de aumento del capital social, con las excepciones 
legales respectivas, ora en caso de reintegro del mismo; ii. la obligación de 
pagar intereses de mora en el supuesto de retardo en la entrega de los aportes 
y la de reparar los daños y perjuicios que esa mora le llegare a causar al ente 
social; iii. los deberes que impone o se derivan de la affectio societatis; y iv. 
la obligación de cumplir con las decisiones de las asambleas de accionistas, 
aun cuando no hayan asistido a ellas o, a pesar de su opinión contraria, con la 
excepción en los casos del derecho a receso.

9. Sobre la enajenación de las acciones

Como se preanotó, los socios-accionistas tienen derecho a la enajenación 
y, por tanto, a la venta de sus acciones, lo cual no es más que la concreción 

6	 TSJ/SC, sent. N.º 05-0709, del 12-05-15.
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del derecho a la disposición que expresamente reconoce el artículo 115 de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. No obstante, el ejer-
cicio de tal derecho presupone la atribución de propiedad al enajenante, quien, 
llegado el caso, deberá demostrarla; propiedad que, en principio, se adquiere 
como contraprestación por la participación en la constitución de la sociedad  
o en un aumento de capital o por situación posterior mediante acto entre vi-
vos –compra, permuta, dación en pago, remate judicial, donación, etc.– o 
mortis causa. Por ello, ¿cómo se prueba la propiedad de las acciones en las  
sociedades donde existen? Según el artículo 296 del Código de Comercio, en 
concordancia con el artículo 260 eiusdem, la propiedad de las acciones nomi-
nativas se evidencia con su inscripción en el libro de accionistas.

Según Núñez, la finalidad del libro de accionistas es que, a falta de los títu-
los por no haberse emitido acciones, cualquier interesado pueda probar su 
carácter de accionista. Además, el autor precisó varias hipótesis, a saber:  
i. La cesión de acciones nominativas o al portador es válida y se perfecciona 
entre cedente y cesionario por el simple consentimiento, aun cuando no se 
haya inscrito en el respectivo libro de accionistas. Ella solo será oponible a 
terceros y a la sociedad luego de su asiento en el libro ya indicado. En este 
caso, la inscripción debe estar firmada por cedente y cesionario y en relación 
con este punto afirma que, con base en el artículo 260.1 del Código de Co-
mercio, son los administradores los obligados a llevar el libro de accionistas; 
ii. contradictoriamente con lo que precedentemente se explicó, el mismo tra-
tadista sostiene que cuando el acto traslativo se realiza en el libro de accio-
nistas, es a partir de tal realización cuando la cesión se perfecciona y surte 
efecto en relación con la sociedad y los terceros. En este asunto se disiente 
de lo que expuso el jurista que se nombró en lo que respecta al perfecciona-
miento, porque es perfectamente aplicable el artículo 1161 del Código Civil, 
y se comparte lo de los efectos; iii. cuando la cesión se perfecciona entre los 
contratantes y le es notificada a la sociedad, tal cesión surte efecto frente a la 
sociedad, ya que es a esta, y no al cedente ni al cesionario, sobre quien pesa  
la obligación de la inscripción por expresa aplicación del artículo 260.1 del 
Código de Comercio; iv. la sola cesión notificada a la sociedad no es oponible a 
terceros, porque siempre será necesaria la anotación en el libro de accionistas  



y las firmas del enajenante y del adquirente, y v. no admite la oponibilidad de 
la transmisión de acciones a los terceros cuando se haga mediante documen-
to público o en conformidad con las reglas de la cesión de crédito, porque 
los artículos 260 y 296 del Código nombrado son normas especiales que, por 
ello mismo, excluyen la aplicación de otros preceptos del Código Civil y del 
Código de Comercio.

Por otro lado, Morles sostiene que el solo consentimiento entre las partes  
no basta para el perfeccionamiento de la cesión de acciones, cuando estas han 
sido incorporadas a un título valor, caso en el cual se requiere la entrega del 
título accionario del enajenante al adquirente y el asiento de la declaración de 
cesión en el libro de accionistas. Dicho tratadista es del criterio de que, en Ve-
nezuela, solamente en la circulación de las acciones nominativas tiene lugar el 
empleo del tranfert o traslazione. En cambio, cuando se trata de acciones no 
incorporadas a un documento cartular, y en consecuencia no conforman títulos 
valores, se debe emplear la cesión de derechos que regula el Código Civil por 
expresa disposición del artículo 150 del Código de Comercio.

En cuanto a los efectos de la anotación de la cesión en el libro de accionistas, 
asunto que se planteó ante la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia7, el 
criterio prácticamente unánime de la doctrina nacional es que el cesionario se 
inviste y recibe la cualidad de accionista frente a la sociedad y frente a terceros.

La posición de Morles que precedentemente se expuso recibe una comple-
mentación que apareció publicada en un magnífico trabajo inserto en un 
texto que patrocinó la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, en el año 
20068. Se pretende su resumen en las líneas que siguen:

i. El artículo 296 del Código de Comercio recepta el transfert como ley 
típica de circulación de las acciones nominativas y solamente para ellas. 
El resto de los títulos valores nominativos deberán circular mediante la  

7	 TSJ/SP, sent. N.º 70, del 04-07-00.
8	 Morles H., Alfredo: Cuestiones de derecho societario. Academia de Ciencias Políticas 

y Sociales. Caracas, 2006.
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figura contractual de la cesión ex artículo 150 eiusdem; ii. debe distin-
guirse entre el transfert o inscripción o asiento registral y el negocio que 
se pacte entre cedente y cesionario como causa o determinante de dicho 
transfert, inscripción o asiento. Se entiende que el transfert es el negocio 
cartular y el contrato de cesión es el negocio causal; realidad siempre pre-
sente en las realidades circulatorias relativas a títulos valores; iii. el contra-
to de cesión o negocio causal es de naturaleza consensual y, en consecuen-
cia, está sometido a la regulación del artículo 1161 del Código Civil y, por 
lo tanto, el derecho objeto del negocio se transmite por el consentimiento 
legítimamente manifestado. En cambio, el transfert no es un contrato si 
no un acto registral que se concreta en el asiento respectivo estampado en 
el libro de accionistas; iv. el transfert genera los efectos de transmisión y 
legitimación en favor del adquirente de las acciones, similares a la del en-
doso traslativo; v. el transfert se agota y consume con la transmisión del 
título accionario y, por ello, de la acción misma; vi. el libro de accionistas 
es el medio de un sistema de publicidad registral, generador de los efectos 
de legitimación, oponibilidad y fe pública registral; vii. el transfert es la 
ley típica de circulación de las acciones nominativas, pero no es la única, 
ni esencial. Tal como ocurre con otras especies de títulos valores, las ac-
ciones pueden circular típica y atípicamente. Por lo tanto, la utilización del 
transfert no es indispensable para la circulación de las acciones, ni la única 
prueba de su traslación; viii. la inscripción de la cesión accionaria en el 
libro de accionistas genera efectos frente a la sociedad y frente a terceros; 
ix. como la inscripción del transfert no es indispensable, cabe el empleo 
de los documentos públicos y aplicación de las reglas de Derecho común 
sobre prueba de las obligaciones; x. la aparición de la Ley de Registro Pú-
blico y del Notariado, que comenzó a regir desde el 27 de noviembre de 
2001, y aunque posteriormente reformada, dispone la inscripción de los 
actos y contratos relativos a los comerciantes y, por tanto, la cesión de ac-
ciones nominativas. Por ello, una vez inscritos registralmente, y publicado, 
los arropan los efectos que dispone el artículo 53 de dicho texto legal, esto 
es, emerge una presunción, que no puede ser desvirtuada, sobre el conoci-
miento universal del negocio registrado; xi. las operaciones de transmisión 
de acciones instrumentadas en documentos privados se perfeccionan con 



el solo acuerdo interpartes y son oponibles a la sociedad y a los terceros 
desde la notificación a aquella. Igualmente son eficaces y oponibles si se 
emplearan documentos públicos; y xii. recomienda la autenticación de los 
documentos privados y su posterior inscripción en el Registro Mercantil, 
sin que haga falta el asiento en el libro de accionistas, en virtud de lo que 
dispone el citado artículo 53 de la Ley que se nombró últimamente.

10. Dislates registrales

El punto de la enajenación de las acciones de una sociedad mercantil ha 
planteado en la rutina negocial del país un tratamiento contrario a derecho, 
corrupto y materializante de una grotesca voracidad fiscal, todo en desme-
dro de derechos ciudadanos que se ven gravemente obstaculizados en sede 
administrativa por los funcionarios registrales mercantiles. En efecto, si un 
ciudadano acude ante una oficina de Registro Mercantil con la intención de 
inscribir un acta de asamblea de accionistas, en la que aparezca un nuevo so-
cio, que lo es por compra de acciones, en dicha oficina le exigirán, además de 
otros requisitos y recaudos, los siguientes:

i. Un acta de asamblea de accionistas en la que conste la negociación accio-
naria. En otras palabras, se requiere que la cesión de acciones se celebre en 
asamblea de accionistas y se documente en un acta de esa asamblea.

ii. Que el acta de asamblea de accionistas que antes se refirió contenga 
una reforma del documento constitutivo-estatutos, en la que se modifi-
quen las cláusulas que conciernan al capital social, a las acciones y a los 
suscriptores de las mismas.

iii. La solvencia de la compañía cuyas acciones son objeto de cesión en 
lo que respecta al pago de las cotizaciones correspondientes al Instituto 
Venezolano de los Seguros Sociales.

iv. La puesta al día de la compañía a la que corresponden las acciones objeto 
de negocio, en lo que tiene que ver con los cierres de ejercicios económicos 
anuales, la presentación de balances y de los informes de los comisarios.
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Por lo demás es bueno que se sepa que raramente exigen presentación de 
asiento alguno del libro de accionistas relativo a la cesión de la que se trata.

Con relación al primer recaudo al que anteriormente se hizo mención debe te-
nerse presente que la cesión de acciones es un negocio del interés único y ex-
clusivo del cedente y del cesionario, pero no de la sociedad. Más aún, con la 
lectura de los artículos 275 –concerniente a las asambleas ordinarias de accio-
nistas–, y 280 –referido a las asambleas extraordinarias de accionistas–, puede 
apreciarse y concluirse en que los negocios de cesión de acciones no competen 
a las asambleas de accionistas y son del interés particular de enajenante y ad-
quirente. Por ello, es disparatada la exigencia y la imposición de que la venta de 
acciones deba realizarse y aprobarse en asamblea de quien, antijurídicamente 
por tratarse de un tercero, dependería la celebración de la negociación.

En torno a la requerida reforma del documento constitutivo-estatutos de la 
compañía cuyas acciones son objeto de negocios, se trata de un atropello que 
conduce al dislate y la mentira.

En efecto, en los registros mercantiles se exige la modificación de la cláusula 
correspondiente al capital social y que se haga aparecer al adquirente de las 
acciones y nuevo socio como suscriptor y pagador del capital fundacional de 
la compañía. Y ello es falso por imposible. En verdad, solo son suscriptores 
de capital social los socios fundadores y los participantes en un aumento de 
capital. De modo que quien adquiere por cesión una o varias acciones no sus-
cribe ni suscribió ni pagó capital social alguno. Dicho adquirente se subroga 
en los derechos del enajenante y lo sustituye en sus obligaciones.

Por ello la práctica registral que se delata obliga al administrado a que decla-
re falsamente y lo coloca, y el mismo funcionario registral también se ubica, 
en una situación muy cercana a la delictual.

En lo que tiene que ver con la pretensión de la solvencia de la sociedad cu-
yas acciones son objeto de enajenación, debe tenerse en cuenta una reflexión 
que precedió: las partes del negocio son el cedente y el cesionario, pero no la 



sociedad. La imposición de tal menester muta en la imposibilidad de la nego-
ciación de acciones, si la sociedad no la desea y su materialización dependería 
de la voluntad de un tercero. A este le basta con no pagar las mencionadas 
cotizaciones para que el registrador mercantil no le dé curso al registro de 
la asamblea de accionistas indebidamente requerida, como ya se especifi-
có, lo que conformaría en un evidente agravio al orden público económico 
por convertirse en una prohibición de negocios accionarios evidentemente 
contraria a derecho y una inconstitucional restricción al derecho de propiedad, 
que solo es limitable por vía legal, según los artículos 115 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela y 545 del Código Civil. En cambio, 
es extraño que los registradores mercantiles pidan a los administrados copia 
del asiento del libro de accionistas donde conste la cesión de acciones.

La obligación de registrar que se demanda de la ciudadanía en las hipótesis 
que se refirieron le impone el pago de tributos que, en conformidad con el 
orden jurídico, no le corresponde satisfacer, además de otros pagos indebidos 
que en toda Venezuela se sabe que ocurren y que no tienen como destino la 
Tesorería Nacional, sino otros bolsillos y otras gavetas.

En cuanto a la puesta al día que imponen los registros mercantiles, tienen 
espacio acá los argumentos cuestionantes que se alegaron en relación con la 
solvencia del Instituto Venezolano de los Seguros Sociales.

11. Pignoración de acciones

Además del derecho a la cesión de la propiedad de las acciones, se reconoce, 
como hipótesis del derecho a la enajenación, el derecho a la constitución de 
gravamen prendario sobre la acción nominativa, tal como lo permite el ar-
tículo 536 del Código de Comercio, que exige el traspaso en garantía de la 
acción objeto de pignoración en el libro de accionistas. Aunque en los textos 
reguladores nada se dice, la doctrina considera que como el accionista pig-
norante continúa siendo socio, a este corresponde el derecho de voto, salvo 
pacto en contrario; y en lo que respecta a los dividendos que generen tales 
acciones Núñez considera aplicables, por analogía, los artículos 1303 y 1846 
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del Código Civil, como fundamento del derecho del acreedor pignoraticio  
a la percepción de dichos frutos.

Si las acciones pignoradas hubiesen sido emitidas e incorporadas a un docu-
mento cartular, Goldschmidt, con base en fallos de tribunales de instancia, 
ha sostenido que el solo asiento en el libro de accionistas no es suficiente 
en cuanto a la eficacia del gravamen prendario porque debe complementarse 
con el «endoso» en garantía del título accionario al acreedor garantizado. 
Extraña el empleo de «endoso» si se tiene presente que este conforma la ley 
típica de circulación de los títulos valores a la orden y que en Venezuela las 
acciones son invariablemente nominativas.

Conclusiones

Hecha una sintética revisión de algunos aspectos de la acción de las socie-
dades mercantiles, en las especies en las que las haya, debe presentarse al 
lector de estas líneas algunas conclusiones sobre la definición de ella y los 
regímenes sobre su circulación en el mercado accionario. En relación con la 
primera –la definición de la acción– se expondrán sus caracteres genéricos  
y diferenciales, a saber:

i. Es un bien mueble. Su naturaleza mobiliaria está dogmáticamente definida en 
el artículo 533 del Código Civil que la califica así. Debe aclararse que la ac-
ción, mientras no esté o sea emitida, es de naturaleza incorpórea y dejará de 
serlo para convertirse en corpórea, cuando se materialice en un título valor en 
la ocasión de su emisión; ii. es distinta del capital y del patrimonio social. Al 
respecto Galgano afirma que es un bien autónomo que, no obstante, represen-
ta una fracción del capital social y lo define como un bien de segundo grado; 
consideración que se rechaza por razones expuestas supra en este mismo texto; 
iii. como bien que es tiene un valor económico y al respecto debe tenerse pre-
sente lo que disponen los artículos 213.4, 292 y 293.2 del Código de Comercio. 
Cabe destacar que suele hablarse de varias especies de valor accionario, a saber: 
el nominal, que resulta de la división del capital social entre el número de accio-
nes; el contable –valor en libros–, que se apoya en los libros de contabilidad 



del ente social y se sabe mediante la división del activo líquido entre el 
número de acciones; el bursátil, que es el resultante de las cotizaciones en 
bolsa de acciones de la misma compañía y de igual categoría constantes en el 
listín de bolsa, lo cual en Venezuela cuenta con el apoyo del artículo 118 del 
Código de Comercio; y el real, que se alcanza mediante la división del valor 
total del activo, luego de la deducción de los pasivos, entre el número de accio-
nes; iv. es atributiva de una cualidad –la de socio o accionista– la que impone 
derechos y deberes en favor y en contra del titular de la acción, los cuales se 
han enumerado con anterioridad. Tales derechos y deberes no se consuman 
inmediata o instantáneamente; por el contrario, ellos existen durante toda la 
vigencia de la compañía y mientras se den los supuestos para su procedencia;  
v. en su realidad cartular o no cartular la acción es incompleta porque ella sola 
no regula las relaciones jurídicas del negocio societario, regulación que siem-
pre requerirá de las estipulaciones del contrato social y de los preceptos legales 
correspondientes. Como puede leerse no se incluye en la caracterización de 
la acción su rasgo de título valor y ello obedece a que tal realidad solo existe 
cuando la acción ha sido emitida e incorporada a una cartula, caso en el cual 
adquiere naturaleza corpórea y causal, por su dependencia regulatoria de los 
pactos y acuerdos societarios y de las disposiciones pertinentes de la ley. En 
Venezuela, con base en el artículo 292 y siguientes del Código de Comercio, 
existe la posibilidad de la acción como título valor, que siempre será nominativo, 
pero ello no es estrictamente necesario para la presencia de ella, como sí ocurre 
en otros ordenamientos jurídicos. En adición, puede afirmarse que, en nuestro 
país, la inmensa mayoría de las anónimas no ha emitido acciones y, al respecto, 
la doctrina y la jurisprudencia han admitido que la emisión de títulos accionarios 
no conforma un componente necesario y existencial de las compañías anónimas.

La realidad y el trato registral que reciben las enajenaciones de acciones y que 
se denuncian en estas líneas, encuentran cuestionable apoyo en la Resolución 
N.º 019, del 13 de enero de 2014, que dictó el Ministerio del Poder Popular para 
las Relaciones Interiores, Justicia y Paz. En el artículo 17 de dicha Resolución, 
en lo concerniente con la venta de acciones de sociedades mercantiles, se 
dispone la presentación de la solvencia del Seguro Social de la compañía y la 
presencia obligatoria del vendedor y comprador «para la firma».
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La primera exigencia preceptúa una limitación al derecho de propiedad no 
establecida en la ley, sino mediante un acto administrativo, en consumación 
de franca inconstitucionalidad, y, sobre la segunda, sépase que explícitamente 
se dispone una actividad registral que desconoce el artículo 296 del Código 
de Comercio y la doctrina unánime sobre su interpretación y aplicación en 
Venezuela, con lo que la resolución in commento se sitúa en terrenos de ile-
galidad. Si acaso resultaría comprensible que se reclame la inscripción, en el 
Registro Mercantil, del instrumento documentante del negocio de enajena-
ción, con base en el artículo 52 de la Ley del Registro Público y del Notariado, 
pero no de acta de asamblea de accionistas alguna.

Finalmente, en lo que tiene que ver con la exigida actualización de la socie-
dad, se trata de circunstancia que se reclama sin soporte legal alguno y, por 
ello, es fruto de imaginación y mitomanía funcionarial.

Valencia, mayo, mes de María Inmaculada y Santísima, de 2018

Ad Maiorem Gloriam Dei

* * *

Resumen: El autor estudia el concepto de acción societaria para 
así perfilar las reglas que rigen su enajenación. Todo ello justi-
ficado por el reciente trato registral que recibe la enajenación 
de acciones, el cual se ha convertido en un despropósito que ra-
ya en un tratamiento inconstitucional. Palabras clave: Acción  
societaria, sociedades comerciales, enajenación de las acciones.


